1
2
        Johnny Thompson Lara                                                      30 de setiembre, 2005


DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  No.13078
30 de setiembre, 2005

DI-AA-2402

Licenciado

Johnny Thompson Lara

Auditor Interno

Consejo Nacional de Vialidad

Zapote, de la Iglesia Católica 100 mts. sur

Estimado  señor:

Asunto: Consulta sobre sujetos obligados a presentar declaración jurada de bienes

Damos respuesta a sus oficios AU-107-05 y AU-142-05 de fechas 12 de mayo y 15 de junio del año en curso, mediante los cuales consulta si algunos consultores contratados por servicios profesionales para realizar la función de Ingenieros de Proyectos del CONAVI, tienen que presentar la  declaración jurada de bienes conforme a la  Ley 8422 Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, aún cuando en el Reglamento a la Ley no se menciona en forma específica el caso de una Ingeniería de Proyectos, aunque en el inciso V. Órganos adscritos a los Ministerios de Gobierno, se menciona a los Coordinadores Generales, de Unidad y Específicos. Asimismo, adjuntan el criterio de la Dirección Jurídica de esa entidad, quien considera que el listado de sujetos obligados del Reglamento de cita no es taxativo, por lo que a su parecer, procede la incorporación de otros sujetos según el artículo 21 de la Ley, en cuanto a empleados de sujetos de derecho privado que administren, custodien o sean concesionarios de fondos, bienes y servicios públicos.

Sobre el particular, la Ley 8422 “Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública”, en el artículo 21 párrafo segundo estableció –entre otros- que también declararían su situación patrimonial los “empleados de sujetos de derecho privado que administren, custodien o sean concesionarios de fondos, bienes y servicios públicos, según la enumeración que el Reglamento de esa Ley dispusiera y  quienes, en lo conducente, estarían sometidos a las disposiciones de la  Ley y su Reglamento.

En razón de haberse encomendado al Reglamento el señalamiento puntual de los cargos o puestos que ostentan los sujetos a que se refiere el citado numeral 21, es que en los artículos 55 a 57 de esa reglamentación se encuentra el listado de puestos afectos a la declaración jurada, de manera que  aquellos cargos que no se encuentren en el mismo, en principio no están en el deber de presentar la declaración jurada de bienes. No obstante, y pese a que en esos numerales no se contempla expresamente a los sujetos de derecho privado, el artículo 69 regula lo concerniente a dichos sujetos, en los siguientes términos:

“Artículo 69.- Declaración jurada por orden singular.

La Contraloría General de la República o el Ministerio Público por medio del Fiscal General, podrá exigir en cualquier momento por orden singular, a cualquier otro funcionario público de los no contemplados en este capítulo, que administre o custodie fondos públicos, el deber de presentar declaración jurada de su situación patrimonial.

Se incluye dentro de esta disposición los empleados, apoderados, administradores, gerentes y representantes legales de sujetos de Derecho Privado que administren, custodien o sean concesionarios de fondos, bienes y servicios públicos. Dichos sujetos deberán rendir sus declaraciones juradas inicial, anual y final bajo los mismos términos y condiciones que los demás sujetos declarantes, a excepción de la primera declaración que correrá a partir del día hábil siguiente a la fecha de recibo de la orden respectiva.” (El resaltado no es parte del original)

De esa manera, conforme al numeral de repetida cita, los sujetos de derecho privado que custodien o administren fondos públicos, de momento no se encuentran obligados a rendir declaración jurada de bienes, hasta tanto, se reforme el Reglamento, o bien, este Órgano Contralor o el Ministerio Público, -haciendo uso de las facultades otorgadas por la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y su Reglamento, en lo que respecta a la declaración por orden singular-, así lo dispongan, en cuyo caso, la obligación para ese sujeto, surgiría a partir del momento que le sea comunicada la exigencia de rendir la susodicha declaración.

En consecuencia, los consultores contratados por ese Consejo por servicios profesionales, actualmente no se encuentran obligados a rendir declaración jurada de bienes.

Atentamente,






Lic. Manuel Corrales Umaña, MBA
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